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DECRETO SUPREMO
Nº 148-2006-EF

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

CONSIDERANDO:

Que, mediante el Decreto Supremo Nº 083-2004-PCM
se aprobó el Texto Único Ordenado de la Ley de
Contrataciones y Adquisiciones del Estado, siendo su
Reglamento aprobado por Decreto Supremo Nº 084-
2004-PCM, y normas modificatorias;

Que, por Decreto Supremo Nº 082-2005-PCM se
adscribió el Consejo Superior de Contrataciones y
Adquisiciones del Estado - CONSUCODE al Ministerio
de Economía y Finanzas;

Que, en concordancia con la política de lograr mayor
eficiencia y transparencia en los procesos de
contrataciones y adquisiciones del Estado, se ha visto
por conveniente modificar algunos artículos del
Reglamento de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones
del Estado, con el objeto de prevenir las dilaciones que
se viene presentando en los procesos de selección
convocados por las Entidades, como consecuencia de
los recursos impugnativos que formulan los participantes
y postores, así como mejorar la transparencia en los
procesos de contrataciones y adquisiciones del Estado,
dando mayor claridad a la aplicación de la Ley;

De conformidad con lo establecido en el inciso 8) del
Artículo 118º de la Constitución Política del Perú y en el
Decreto Legislativo Nº 560, Ley del Poder Ejecutivo;

DECRETA:

Artículo 1º.- Modificación de algunos artículos
del Reglamento de la Ley de Contrataciones y
Adquisiciones del Estado

Modifíquese los artículos 58º, 67º, 68º, 136º, 149º,
150º, 151º, 153º, 156º, 158º, 160º, 162º, 171º, 289º y
294º del Reglamento de la Ley de Contrataciones y
Adquisiciones del Estado modificado por Decretos
Supremos Nºs. 063 y 125-2006-EF, los mismos que
quedarán redactados de la siguiente manera:

"Artículo 58º.- Modalidades de ejecución contractual
Las Bases de los procesos de selección para la

adquisición y contratación de bienes, servicios y
ejecución de obras indicarán, cuando sea pertinente, la
modalidad en que se realizará la ejecución del contrato.

Estas modalidades pueden ser:

1) Por el Financiamiento, cualquiera que sea el objeto
del contrato:

a) De la Entidad: En esta modalidad la Entidad financia
el costo de los bienes, servicios o ejecución de obras.

b) Del contratista: En esta modalidad el postor se
compromete a asumir directamente el financiamiento del
monto total o parcial del contrato de adquisición de bienes,
servicios o ejecución de obras.

c) De terceros: En esta modalidad el financiamiento
del monto total o parcial de los bienes, servicios o
ejecución de obras y los costos financieros son asumidos
por un tercero comprometido conjuntamente y con la
Entidad.

Para utilizar la modalidad descrita en el inciso c)
precedente, se aplicará lo dispuesto por la Ley de
Endeudamiento del Sector Público y la Ley de Equilibrio
Financiero.

2) Por el Alcance del Contrato, en procesos de
selección para prestaciones especiales referidas a
bienes o ejecución de obras:

a) Llave en mano: En esta modalidad el postor oferta
en conjunto la construcción, equipamiento y montaje
hasta la puesta en servicio de determinada obra, pudiendo
incluir el estudio definitivo. En el caso de adquisición de
bienes el postor oferta, además de éstos, su instalación
y puesta en funcionamiento.

b) Concurso oferta: En esta modalidad el postor
concurre ofertando expediente técnico, ejecución de la
obra y, de ser el caso el terreno. Esta modalidad sólo
podrá aplicarse en la ejecución de obras que se
convoquen bajo el sistema de suma alzada y siempre
que el valor referencial corresponda a una Licitación
Pública.

El CONSUCODE emitirá las disposiciones
complementarias para los procesos de selección que
se convoquen mediante las modalidades consideradas
en el presente artículo.

Ar tículo 67º.- Factores de evaluación para la
contratación de servicios de consultoría

1) En caso de contratación de servicios de consultoría
deberán considerarse factores de evaluación técnica
referidos al postor; tales como la experiencia en la
actividad y en la especialidad del postor; factores
referidos al personal propuesto y factores referidos al
objeto de la convocatoria.

Los factores de evaluación señalados en el párrafo
anterior, podrán considerar los siguientes elementos:

a) Factores referidos al postor.
La experiencia, en la que podrá calificarse la ejecución

de servicios en la actividad y/o en la especialidad.
La experiencia en la actividad y en la especialidad se

calificará considerando el monto facturado acumulado por
el postor durante un período determinado no mayor a
veinticinco (25) años a la fecha de la presentación de
propuestas hasta por un monto máximo acumulado
equivalente a cinco (5) veces el valor referencial de la
contratación materia de la convocatoria. Tales experiencias
se acreditarán con copia simple de los contratos y su
respectiva conformidad de prestación del servicio, con un
máximo de cinco (5) servicios en cada caso.

b) Factores referidos al personal propuesto.
El tiempo de experiencia en la especialidad que se

acreditará con constancias o certificados, con un máximo
de cinco (5) servicios.

c) Factores referidos al objeto de la convocatoria:
tales como mejoras, equipamiento, infraestructura y
otros, siempre y cuando cumplan con lo dispuesto en el
Artículo 64º.

En el supuesto que el postor fuera una persona
natural, la experiencia que acredite como tal, podrá
acreditarla también como personal propuesto para el
servicio, si fuera el caso.

2. El único factor de evaluación de la propuesta
económica será el monto total de la oferta y, en su caso,
el monto total de cada ítem.

Ar tículo 68º.- Factores de evaluación para la
contratación de obras

1. En caso de contratación de obras deberán
considerarse los siguientes factores de evaluación de la
propuesta técnica:

a. Para la contratación de obras que correspondan a
adjudicaciones directas y de menor cuantía no se
establecerá factores técnicos de evaluación, sólo se
evaluará la propuesta económica de aquellos postores
cuya propuesta cumpla con lo señalado en el expediente
técnico.



NORMAS LEGALESEl Peruano
sábado 23 de setiembre de 2006 328725

REPUBLICA DEL PERU

b. En las obras que correspondan a licitaciones
públicas, deberán considerarse los siguientes factores:

b.1 Experiencia en obras en general ejecutadas en
los últimos diez (10) años, hasta por un monto máximo
acumulado equivalente a cinco (5) veces el valor
referencial de la obra materia de la convocatoria;

b.2 Experiencia de obras similares ejecutadas en los
últimos quince (15) años, hasta por un máximo
acumulado equivalente al valor referencial de la obra
materia de la convocatoria, siendo el valor mínimo de
cada obra similar el 20% del valor referencial;

b.3 Experiencia y calif icaciones del personal
profesional propuesto;

La experiencia del postor se acreditará con copias
simples de contratos y sus respectivas actas de
recepción y conformidad.

En los casos de contratación de obras bajo las
modalidades por el alcance del contrato, la propuesta
técnica incluirá además, factores que permitan evaluar
la calidad de las soluciones técnicas de diseño, de
equipamiento o similares ofertadas por el postor.

El plazo de ejecución, al ser un requerimiento técnico
mínimo, no podrá ser considerado como factor de
evaluación.

2. El único factor de evaluación de la propuesta
económica será el monto total de la oferta.

Artículo 136º.- Acceso al expediente de contratación
Una vez otorgada la buena pro, el Comité Especial

está en la obligación de permitir el acceso de los postores
al expediente de contratación, a más tardar, dentro del
día siguiente de haberse solicitado por escrito.

El acceso a la información contenida en un expediente
de contratación se regulará por lo establecido en la Ley
de Transparencia y Acceso a la Información Pública y su
Reglamento, incluidas las excepciones y limitaciones al
ejercicio del derecho de acceso a la información pública
allí establecidas.

Artículo 149º.- Efectos de los recursos administrativos
La interposición de un recurso de apelación y, en su

caso, el recurso de revisión suspende el proceso de
selección luego de otorgada la buena pro o, en el caso
de impugnación de actos posteriores al otorgamiento de
la buena pro, desde el día siguiente de interpuesto. Si el
proceso de selección fue convocado por ítems, etapas,
lotes, paquetes o tramos, la suspensión afectará
únicamente al ítem, etapa, lote, paquete o tramo
impugnado.

Los actos expedidos contraviniendo lo señalado en
el párrafo precedente son nulos.

Artículo 150º.- Actos no impugnables
No son impugnables:

1) Las Bases del proceso ni su integración.
2) Los actos que aprueban la exoneración.

Artículo 151º.- Recurso de apelación
Mediante el recurso de apelación se impugnan los

actos administrativos dictados durante el desarrollo del
proceso de selección desde la convocatoria hasta
aquellos realizados antes del acto de celebración del
contrato.

El recurso de apelación se presentará ante el órgano
que emitió el acto impugnado, el que lo elevará al
funcionario competente para resolver.

La decisión que resuelva la apelación deberá contar
previamente con un informe técnico-legal sustentatorio,
que en ningún caso podrá ser emitido por los miembros
del Comité Especial.

La facultad para resolver los recursos de apelación
puede ser delegada, no pudiendo recaer la delegación
en el órgano encargado de la ejecución del contrato ni en
los miembros del Comité Especial.

Cuando en virtud de un recurso de apelación se
detecte un vicio de nulidad, ésta será declarada de oficio
por el Titular de la Entidad o la Máxima Autoridad

Administrativa, según corresponda, de conformidad con
lo establecido en el artículo 57º de la Ley.

Artículo 153º.- Plazos y efectos de la interposición
del recurso de apelación

La apelación contra los actos o actuaciones que se
produzcan desde la convocatoria hasta el otorgamiento
de la buena pro inclusive, debe ser interpuesta dentro de
los ocho (8) días siguientes de haberse otorgado la buena
pro.

La apelación contra los actos posteriores al
otorgamiento de la buena pro debe interponerse dentro
de los cinco (5) días siguientes de haberse tomado
conocimiento del acto que se desea impugnar.

El recurso de apelación suspende el proceso,
conforme lo establecido en el artículo 149º, desde su
interposición hasta que se configuren las siguientes
situaciones:

a) que la resolución que se pronuncia sobre el recurso
de apelación, oportunamente notificada, haya quedado
consentida; o,

b) que la denegatoria ficta del recurso de apelación
haya quedado consentida.

De no interponerse recurso de apelación dentro de
los plazos establecidos, los actos pasibles de
impugnación quedan automáticamente consentidos.

Artículo 156º.- Trámite de la admisibilidad del recurso
de apelación

El análisis referido a la conformidad de la
documentación descrita en el artículo precedente se
realiza en un solo acto, al momento de la presentación
del recurso, por el funcionario encargado de la Unidad
de Trámite Documentario de la Entidad.

La omisión del requisito señalado en el inciso 1) del
Artículo precedente será subsanada de oficio por la
Entidad.

La omisión de los requisitos señalados en los incisos
2) al 10) del artículo precedente deberá ser subsanada
por el impugnante dentro del plazo de dos (2) días desde
la presentación del recurso. El plazo otorgado para la
subsanación suspende todos los plazos del
procedimiento de impugnación.

Si la Entidad advirtiera, dentro de los tres (3) días de
admitido el recurso de apelación, que el impugnante omitió
alguno de los requisitos de admisibilidad detallados en el
artículo precedente, deberá emplazarlo inmediatamente
a fin de que realice la subsanación correspondiente
otorgándole un plazo de (2) dos días, sin que el mismo
suspenda el plazo para la resolución del recurso.

Transcurridos los plazos señalados en los párrafos
precedentes sin que se realice la subsanación
correspondiente, el recurso se tendrá por no presentado
y los recaudos se pondrán a disposición del apelante
para que los recabe en la sede de la Entidad, debiendo
reembolsársele el monto de los derechos de tramitación
que hubiese abonado.

Artículo 158º.- Trámite y plazos para resolver el
recurso de apelación

La tramitación del recurso de apelación se sujetará al
siguiente procedimiento:

1) De haberse interpuesto dos o más recursos de
apelación respecto de un mismo proceso o ítem, la
Entidad podrá acumularlos a fin de resolverlos de manera
conjunta, siempre que los mismos sean simultáneos y
guarden conexión.

2) La Entidad correrá traslado de la apelación o
apelaciones a los postores que pudiesen resultar
afectados, dentro del plazo de dos (2) días contados
desde la presentación del recurso o desde la subsanación
de las omisiones o defectos advertidos en la presentación
de la(s) misma(s), según corresponda.

3) El postor o postores emplazados podrán absolver
el traslado del recurso o recursos en un plazo no mayor
de tres (3) días, pudiendo proponer nuevos hechos. La
Entidad deberá resolver con la absolución del traslado o
sin ella.
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4) La Entidad tiene diez (10) días para resolver la
apelación o apelaciones y notificar su pronunciamiento a
través del SEACE, contados desde su admisión o desde
la subsanación de las omisiones y/o defectos advertidos
en la presentación del último recurso.

5) El impugnante deberá asumir que su recurso de
apelación ha sido desestimado a efectos de la
interposición del recurso de revisión, operando la
denegatoria ficta, cuando la Entidad no notifique su
resolución dentro del plazo de diez (10) días siguientes
a su admisión o subsanación del recurso.

6) Es procedente el desistimiento del recurso de
apelación mediante escrito con firma legalizada ante el
fedatario de la Entidad, Notario Público, Juez de Paz,
según el caso. La Entidad aceptará el desistimiento salvo
que considere de interés público la resolución del recurso.

Artículo 160º.- Alcances de la resolución
Al ejercer su potestad resolutiva, la Entidad deberá

resolver de una de las siguientes formas:

1) En caso de considerar que el acto impugnado se
ajusta a las Bases, a la Ley, al presente Reglamento y
demás normas conexas o complementarias, declarará
infundado el recurso de apelación.

2) Cuando en el acto impugnado se advierta la
aplicación indebida o interpretación errónea de las Bases,
de la Ley, del presente Reglamento o demás normas
conexas o complementarias, declarará fundado el
recurso de apelación y revocará el acto objeto de
impugnación.

Si el acto o los actos impugnados están directamente
vinculados a la evaluación de las propuestas y/o al
otorgamiento de la Buena Pro, deberá, además, efectuar
el análisis pertinente sobre el fondo del asunto y otorgar
la Buena Pro a quien corresponda.

3) Cuando, en virtud del recurso interpuesto o de
oficio, se verifique la existencia de actos dictados por
órganos incompetentes, que contravengan normas
legales, que contengan un imposible jurídico, o que
prescindan de normas legales del debido procedimiento
o de la forma prescrita por la normatividad aplicable,
declarará la nulidad de los mismos, debiendo precisar la
etapa hasta la que se retrotraerá el proceso de selección,
en cuyo caso podrá declarar que resulta irrelevante
pronunciarse sobre el petitorio del recurso.

4) Cuando el recurso de apelación infrinja los
requisitos de procedencia será declarado improcedente.

Artículo 162º.- Requisitos de admisibilidad del
recurso de revisión

El recurso de revisión deberá cumplir con los
siguientes requisitos:

1) Estar dirigido al Presidente del Tribunal;
2) Identificación del impugnante, debiendo consignar

su nombre y número de documento oficial de identidad,
o su denominación o razón social. En caso de actuación
mediante representante, se acompañará la
documentación que acredite tal representación.
Tratándose de Consorcios el representante común debe
interponer el recurso a nombre de ambos consorciantes,
acreditando sus facultades de representación mediante
la presentación de copia simple de la Promesa de
Consorcio;

3) Señalar como domicilio procesal una dirección
electrónica propia;

4) El petitorio, que comprende la determinación clara
y concreta de la pretensión;

5) Los fundamentos de hecho y de derecho que
sustentan su petitorio;

6) Las pruebas instrumentales pertinentes;
7) El comprobante del pago de la tasa

correspondiente;
8) La garantía conforme a lo señalado en el Artículo

165º;
9) La firma del impugnante o de su representante. En

el caso de Consorcios bastará la firma del apoderado
común señalado como tal en la Promesa de Consorcio.

10) Copias simples del escrito y sus recaudos para
la otra parte, si la hubiera; y

11) Autorización de abogado, sólo en los casos de
licitaciones públicas, concursos públicos y
adjudicaciones directas públicas, y siempre que la
defensa sea cautiva.

La omisión del requisito señalado en el inciso 1) será
subsanada de oficio por el Tribunal.

La omisión de los requisitos señalados en los incisos
2) al 11) deberá ser subsanada por el impugnante dentro
del plazo máximo de dos (2) días desde la recepción del
recurso. El plazo otorgado para la subsanación suspende
todos los plazos del procedimiento de impugnación.

Transcurrido el plazo a que se contrae el párrafo
precedente sin que se hubiese subsanado la omisión, el
recurso se considerará como no presentado y los
recaudos se pondrán a disposición del impugnante para
que los recabe en la mesa de partes del Tribunal, debiendo
reembolsársele el monto de los derechos de tramitación
que hubiese abonado y devolviéndole la garantía que
hubiese presentado.

Artículo 171º.- Resoluciones del Tribunal
Al ejercer su potestad resolutiva, el Tribunal deberá

resolver de una de las siguientes formas:

1) En caso el Tribunal considere que la resolución
impugnada se ajusta a la Ley, al presente Reglamento y
demás normas conexas o complementarias, el Tribunal
declarará infundado el recurso de revisión y confirmará
la resolución objeto del mismo.

2) Cuando en la resolución impugnada se advierta la
aplicación indebida o interpretación errónea de la Ley,
del presente Reglamento o demás normas conexas o
complementarias, o en la misma se hubiere apreciado
indebidamente o probado insuficientemente los actos
impugnados, el Tribunal declarará fundado el recurso de
revisión y revocará la resolución impugnada.

Si el impugnante ha cuestionado actos directamente
vinculados a la evaluación de las propuestas y/o al
otorgamiento de la Buena Pro, el Tribunal además
evaluará si cuenta con la información suficiente para
realizar un análisis sobre el fondo del asunto, pudiendo,
de considerarlo pertinente, otorgar la Buena Pro a quien
corresponda, siendo improcedente cualquier ulterior
impugnación administrativa contra dicho
pronunciamiento.

3) Tratándose de la impugnación contra la denegatoria
ficta recaída en un recurso de apelación, el Tribunal
evaluará si los actos cuestionados se ajustan a la Ley, al
presente Reglamento y demás normas conexas o
complementarias pudiendo, de considerarlo pertinente,
declarar infundado el recurso, ratificando el proceder del
Comité Especial, o en su defecto, declarar fundado el
recurso o nulos los actos cuya ilegalidad ha verificado,
debiendo precisar la etapa hasta la que retrotraerá el
proceso de selección.

4) Cuando, en virtud del recurso interpuesto o de
oficio, se verifique la existencia de actos dictados
por órganos incompetentes,  que contravengan
normas legales, que contengan un imposible jurídico,
o que prescindan de normas legales del debido
procedimiento o de la  forma prescr i ta  por  la
normatividad aplicable, declarará la nulidad de los
mismos, debiendo precisar la etapa hasta la que se
retrotraerá el proceso de selección, en cuyo caso
podrá declarar que resulta irrelevante pronunciarse
sobre el petitorio del recurso.

5) Cuando el recurso de revisión infrinja los requisitos
de procedencia, el Tribunal lo declarará improcedente.

Cuando el Tribunal declare fundado el recurso, en
todo o en parte, se ordenará la devolución de la garantía
a la que se alude en el Artículo 165º.

Las Resoluciones del Tribunal que interpreten de
modo expreso y con carácter general las normas
establecidas en la Ley y el presente Reglamento,
constituirán precedente de observancia obligatoria, el
cual será determinado como tal expresamente en las
referidas resoluciones, las mismas que deberán ser
publicadas en el diario oficial El Peruano y en el SEACE.
Los precedentes de observancia obligatoria conservarán
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su vigencia mientras no sean modificados por el Tribunal
o por norma legal o reglamentaria.

Asimismo, el Tribunal podrá expedir Acuerdos de
aplicación obligatoria, con intervención de todos los
Vocales miembros del Tribunal, a fin de interpretar de
modo expreso y con carácter general las normas
establecidas en la Ley y el presente Reglamento.

Artículo 289º.- Laudo
El laudo es definitivo e inapelable, tiene el valor de

cosa juzgada y se ejecuta como una sentencia.
El laudo arbitral así como sus correcciones,

integraciones y aclaraciones deberán ser remitidos
al CONSUCODE por el árbitro único o el tribunal
arbitral en el plazo de cinco (5) días hábiles de
notificado para que pueda ejecutarse en la vía corres-
pondiente.

Para interponer recurso de anulación contra el laudo,
podrá establecerse como requisito que la parte
impugnante deberá acreditar la constitución de fianza
bancaria en favor de la parte vencedora y por la cantidad
que el laudo determine pagar a la parte vencida, siempre
que esté recogido en el convenio arbitral o lo disponga el
Reglamento de la institución arbitral a la que las partes
hubieran sometido la controversia.

Asimismo, las sentencias que resuelven de
manera definitiva el recurso de anulación, deberán
ser remitidos al CONSUCODE por la parte interesada
en el plazo de cinco (5) días hábiles de notificadas
para que pueda ejecutarse el laudo en la vía corres-
pondiente.

Cuando se interponga recurso de anulación contra
el laudo, la parte impugnante deberá cumplir con
comunicar y acreditar ante el Tribunal Arbitral la
interposición de este recurso dentro de los tres (3)
días hábi les s iguientes de vencido el  p lazo
correspondiente; en caso contrario, el Tribunal Arbitral,
a pedido de la otra parte, podrá declarar el laudo
consentido y ejecutoriado.

Artículo 294º.- Causales de aplicación de sanción
a los proveedores, participantes, postores y
contratistas

El Tribunal impondrá la sanción administrativa de
inhabilitación temporal o definitiva a los proveedores,
participantes, postores y/o contratistas que:

1) No mantengan su oferta hasta el otorgamiento de
la Buena Pro y, de resultar ganadores, hasta la
suscripción del contrato; no suscriban injustificadamente
el contrato, o no reciban injustificadamente la orden de
compra o de servicio emitida a su favor;

2) Den lugar a la resolución del contrato, orden de
compra o de servicios por causal atribuible a su parte;

3) Hayan entregado el bien o ejecutado la obra con
existencia de vicios ocultos, previa sentencia judicial
firme o laudo arbitral;

4) Contraten con el Estado estando impedidos para
ello, de acuerdo a lo establecido en el Artículo 9º de la
Ley;

5) Participen en procesos de selección o suscriban
un contrato sin contar con inscripción vigente en el
Registro Nacional de Proveedores;

6) Suscriban un contrato, en el caso de ejecución o
consultoría de obras, por montos mayores a su
capacidad libre de contratación, o en especialidades
distintas, según sea el caso;

7) Realicen subcontrataciones sin autorización de la
Entidad o por un porcentaje mayor al permitido en el
Reglamento;

8) Participen en prácticas restrictivas de la libre
competencia, según lo establecido en el Artículo 10º de
la Ley, previa declaración del organismo nacional
competente; así como cuando incurran en los supuestos
de socios comunes no permitidos según lo que establece
este Reglamento en lo relativo al Registro Nacional de
Proveedores;

9) Presenten documentos falsos o inexactos a las
Entidades o al CONSUCODE;

10) Presenten documentos falsos o información
inexacta en los procedimientos seguidos ante el Registro
Nacional de Proveedores;

11) Interpongan recursos impugnativos contra los
actos establecidos en el artículo 150º.

Los proveedores, participantes, postores o
contratistas que incurran en las causales establecidas
en los incisos 3), 7), 8), 9), 10) y 11) precedentes, serán
sancionados con inhabilitación temporal para contratar
con el Estado por un período no menor de tres (3) meses
ni mayor de un (1) año.

Los proveedores, participantes, postores o contratistas
que incurran en las causales establecidas en el inciso 1),
2), 4), 5) y 6) precedentes, serán sancionados con
inhabilitación temporal para contratar con el Estado por un
período no menor a un (1) año ni mayor de dos (2) años.

La imposición de las sanciones es independiente de
la responsabilidad civil o penal que pueda originarse de
las infracciones cometidas."

Artículo 2º.- Vigencia de la norma
El presente Decreto Supremo será aplicable a los

procesos de selección que se convoquen a partir de su
entrada en vigencia.

Artículo 3º.- Refrendo
El presente Decreto Supremo será refrendado por el

Ministro de Economía y Finanzas.

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los veintidós
días del mes de setiembre del año dos mil seis.

ALAN GARCÍA PÉREZ
Presidente de la República

LUIS CARRANZA UGARTE
Ministro de Economía y Finanzas

02417-5
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RESOLUCIÓN SUPREMA
Nº 079-2006-EF

Lima, 22 de setiembre de 2006

CONSIDERANDO:

Que, la Ley Nº 26366, Ley de Creación del Sistema
Nacional de los Registros Públicos y de la
Superintendencia de los Registros Públicos, y
modificatorias, establece que el Directorio es el órgano
de la Superintendencia encargado de aprobar las políticas
de su administración;

Que, dicho Directorio está integrado por el
Superintendente Nacional de los Registros Públicos, quien
lo preside, por un representante de la Presidencia del
Consejo de Ministros, un representante del Ministerio de
Economía y Finanzas y por un representante del
Ministerio que preside COFOPRI;

Que, mediante Resolución Suprema Nº 276-2002-
EF, se designó a la señora Aída Amézaga Menéndez,
como miembro del Directorio de la Superintendencia
Nacional de los Registros Públicos, en representación
del Ministerio de Economía y Finanzas;

Que, se ha considerado conveniente dar por concluida
la designación mencionada, por lo que resulta necesario
emitir la resolución correspondiente;

Que asimismo es necesario designar al nuevo
representante del Ministerio de Economía y Finanzas en
el Directorio de la mencionada institución;

De conformidad con lo dispuesto en el Decreto
Legislativo Nº 560, Ley Nº 26366 y la Ley Nº 27594; y,

Estando a lo acordado;




